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Usted podrá consultar todos los precedentes, tesis jurisprudenciales y aisladas publicadas en el Semanario 

Judicial de la Federación, en: https://sjf.scjn.gob.mx/SJFHome/Index.html  
 
El Semanario Judicial de la Federación es un sistema digital de compilación, sistematización y difusión de los 

criterios obligatorios y relevantes emitidos por los órganos competentes del Poder Judicial de la Federación, 

a través de la publicación semanal de tesis jurisprudenciales, tesis aisladas y sentencias en la página de 

Internet de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

 

Los viernes de cada semana se publicarán las tesis jurisprudenciales y aisladas del Pleno de la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación, de sus Salas, de los Plenos Regionales y de los Tribunales Colegiados de Circuito; así 

como las sentencias dictadas en controversias constitucionales, en acciones de inconstitucionalidad y en 

declaratorias generales de inconstitucionalidad, así como la demás información que se estime pertinente 

difundir a través de dicho medio digital. 

 

 

 

 

TESIS 
 

Registro digital: 2030197   

Undécima Época  

Materia(s): Civil 

Tesis: 1a./J. 27/2025 (11a.) 

Instancia: Primera Sala     

Tipo: Jurisprudencia      

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
  
MÉDICOS DE INSTITUCIONES FEDERALES DE SEGURIDAD SOCIAL. LA VÍA ORDINARIA CIVIL ES 
PROCEDENTE PARA DEMANDARLOS EN LO PERSONAL, EN TANTO QUE PARA EXIGIR LA 
RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO PROCEDE LA VÍA ADMINISTRATIVA. 
 
Hechos: Una persona física demandó a una doctora en la vía ordinaria civil diversas prestaciones por 
los daños que consideró le fueron ocasionados como consecuencia de una indebida atención médica 
y quirúrgica en el Instituto Mexicano del Seguro Social. La demandada opuso, entre otras, la 
excepción de incompetencia de la vía, al estimar que la controversia debía sustanciarse como una 
responsabilidad patrimonial del Estado en la vía administrativa. El Tribunal de Alzada estimó 
infundada la excepción opuesta y, en desacuerdo, la demandada promovió juicio de amparo 
indirecto en el que se negó la protección constitucional. La quejosa controvirtió esa determinación 
a través del recurso de revisión que se sometió al conocimiento de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación en ejercicio de su facultad de atracción.    
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que la vía 
ordinaria civil es la procedente para demandar en lo personal a un médico a fin de exigir su 
responsabilidad civil por su actuar culposo o negligente en el ejercicio de sus funciones dentro de 
una dependencia de salud pública como es el Instituto Mexicano del Seguro Social; en tanto que la 
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vía administrativa es la idónea para demandar al Estado la reparación de los daños derivados de 
actos de negligencia cometidos por el personal médico que labora en los institutos de salud pública.   
Justificación: El juicio ordinario civil es procedente cuando se demande a un médico en lo particular, 
trabaje o no en una dependencia pública, pues su responsabilidad tiene como base el daño 
producido a los pacientes, lo cual podría originar una responsabilidad de índole subjetiva; por lo 
que, a fin de que una indemnización resulte procedente, es necesario que se demuestre la culpa o 
negligencia del médico a quien se atribuye el daño.  Sin embargo, la vía ordinaria civil no es idónea 
para demandar la responsabilidad patrimonial del Estado derivada de los servicios de salud que 
presta a través de sus instituciones federales como son el Instituto Mexicano del Seguro Social o el 
Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, pues dicha vía quedó 
obsoleta con la derogación del artículo 1927 del Código Civil Federal, al expedirse la Ley Federal de 
Responsabilidad Patrimonial del Estado, con motivo de la reforma constitucional al artículo 113 
(cuyo texto se encuentra actualmente previsto en el último párrafo del diverso 109) que tuvo lugar 
el 14 de junio de 2002; en cuyos términos, la vía procedente para demandar al Estado por el actuar 
negligente de los médicos que laboran en las instituciones públicas de salud es la administrativa, 
conforme al procedimiento establecido en dicha ley.   PRIMERA SALA. 
 
Amparo en revisión 971/2023. Blanca Nataly Rodríguez Grijalva. 4 de diciembre de 2024. Cinco votos de los Ministros y 
las Ministras Loretta Ortiz Ahlf, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena, quien reservó su derecho para formular voto concurrente y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Secretaria: Claudia Lissette Montaño Mendoza.  Tesis de jurisprudencia 27/2025 (11a.). Aprobada por la 
Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de dos de abril de dos mil veinticinco.  
Esta tesis se publicó el viernes 04 de abril de 2025 a las 10:08 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 07 de abril de 2025, para los efectos previstos en el punto noveno 
del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 
 
 

Registro digital: 2030218    

Undécima Época  

Materia(s): Constitucional, Administrativa 

Tesis: 1a./J. 31/2025 (11a.)          

Instancia: Primera Sala    

Tipo: Jurisprudencia 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
 
COMPENSACIÓN PREVISTA EN LOS PÁRRAFOS SEXTO A DÉCIMO OCTAVO DEL ARTÍCULO 23 DEL 
CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN. SU PROCEDENCIA EN FAVOR DE CONTRIBUYENTES SUJETOS 
AL EJERCICIO DE FACULTADES DE COMPROBACIÓN, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE IGUALDAD. 
 
Hechos: Por Decreto que se publicó en el Diario Oficial de la Federación el doce de noviembre de 
dos mil veintiuno, el artículo 23 del Código Fiscal de la Federación fue adicionado con los párrafos 
sexto a decimoctavo en los que se otorga a los contribuyentes sujetos a revisiones de gabinete o 
visitas domiciliarias la posibilidad de corregir su situación fiscal a través de la aplicación de las 
cantidades que tengan derecho a recibir de las autoridades hacendarias por cualquier concepto 
contra las contribuciones omitidas y sus accesorios. 
Inconforme con la mencionada adición legislativa, una persona moral promovió juicio de amparo 
indirecto en el que reclamó que sus preceptos violan, entre otros, el principio de igualdad. El Juzgado 
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de Distrito sobreseyó en el juicio; en desacuerdo, la empresa quejosa interpuso recurso de revisión 
en el que el Tribunal Colegiado revocó la determinación de sobreseimiento y reservó jurisdicción a 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación para el pronunciamiento de constitucionalidad. 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que los 
párrafos sexto a decimoctavo del artículo 23 del Código Fiscal de la Federación no violan el principio 
de igualdad. 
Justificación: Las mencionadas disposiciones normativas regulan la posibilidad de que los 
contribuyentes sujetos a revisiones de gabinete o visitas domiciliarias corrijan su situación fiscal a 
través de compensar las contribuciones omitidas y sus accesorios con las cantidades a favor por 
cualquier concepto que tengan derecho a recibir de las autoridades fiscales; sin embargo, ello no 
implica que se otorgue un trato diferenciado respecto de los contribuyentes que no están sujetos al 
ejercicio de facultades de comprobación, ya que no se categoriza entre contribuyentes "fiscalizados" 
y "no fiscalizados", sino que se establece un beneficio por igual a todos los contribuyentes si, 
eventualmente, se encuentran sujetos al ejercicio de las mencionadas facultades de comprobación; 
es decir, que el beneficio fiscal de efectuar la compensación de cantidades a favor contra cualquier 
concepto no se previó para una categoría o grupo determinado de contribuyentes, sino para todos 
ellos a condición de que se encuentren en los supuestos previstos en la norma; la contingencia 
consistente en que un sujeto pasivo sea fiscalizado a través del ejercicio de determinadas facultades 
de comprobación, no genera la constitución de un nuevo grupo de contribuyentes debido a que se 
trata de un hecho aleatorio, que puede suceder o no, a todo el universo de contribuyentes. Por 
tanto, la norma no genera un trato diferenciado entre contribuyentes "fiscalizados" y "no 
fiscalizados", por lo que, no viola el principio de igualdad. PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 791/2023. Realty Don, S.A. de C.V. 17 de abril de 2024. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros 
y las Ministras Loretta Ortiz Ahlf, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat y Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien reservó su derecho para formular voto concurrente. Ausente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: 
Loretta Ortiz Ahlf. Secretarios: Joel Isaac Rangel Agüeros y Johan Martín Escalante Escalante. 
Esta tesis se publicó el viernes 11 de abril de 2025 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 14 de abril de 2025, para los efectos previstos en el punto noveno 
del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 
 
 
 

Registro digital: 2030237    

Undécima Época    

Materia(s): Penal   

Tesis: 1a./J. 28/2025 (11a.)      

Instancia: Primera Sala    

Tipo: Jurisprudencia 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
 
DELITO COMETIDO EN CONTRA DE LOS ANIMALES. MÉTODOS CRUELES. 
 
Hechos: Una persona dejó trozos de salchichas envenenadas para que tres caninos los consumieran. 
Dos de ellos murieron mientras que el tercero logró sobrevivir con lesiones. Por ese hecho, la 
persona fue condenada en primera y segunda instancias por la comisión de tres delitos cometidos 
en contra de animales agravados. 
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Inconforme, la persona sentenciada promovió un juicio de amparo directo en el que el Tribunal 
Colegiado de Circuito del conocimiento concedió la protección constitucional a la persona 
sentenciada, al considerar que la agravante relativa a la “utilización de métodos crueles” en la 
realización de los actos de crueldad animal, que conforma el tipo básico, constituía una doble 
sanción por el mismo hecho. En desacuerdo, el dueño de los caninos interpuso un recurso de 
revisión de la competencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al que se adhirió la persona 
quejosa. 
Criterio jurídico: No se actualiza la prohibición de sancionar dos veces la misma conducta penal que 
deriva del artículo 23 constitucional, cuando se impone una sanción más severa en los delitos 
cometidos en contra de los animales, si se realizan con la agravante de utilizar métodos crueles. Lo 
anterior, debido a que los métodos crueles constituyen circunstancias a través de las cuales se 
ejecuta el delito básico y revelan un mayor grado de desprecio y desvalor del bien jurídico que es el 
bienestar de los animales, por lo que el artículo que regula esa agravante no vulnera el principio non 
bis in idem. 
Justificación: En el contexto de los delitos cometidos en contra de los animales, la conducta típica 
básica puede actualizarse con la realización de un acto de maltrato o uno de crueldad, cuya 
diferencia radica en que el primero ocurre cuando una acción u omisión causa dolor o sufrimiento 
sin necesidad de una intención; mientras que en los actos de crueldad, hay una voluntad de causar 
ese dolor o sufrimiento, incluso buscando placer o beneficio. 
De esta manera, la agravante consistente en la “utilización de métodos crueles” no sanciona la 
acción voluntaria de ocasionar un dolor o sufrimiento porque ya se encuentra prevista en el tipo 
básico, sino el empleo de un mecanismo que incremente el daño físico y psíquico del animal, lo cual 
no sólo afecta de manera adicional su bienestar, sino que también desvaloriza en mayor medida el 
respeto a su dignidad, lo cual termina por impactar la percepción de la sociedad en cuanto a la 
importancia del respeto, el reconocimiento y las relaciones con los demás seres vivos. 
Por tanto, el método cruel, entendido como el mecanismo o las formas empleadas para consumar 
el delito de crueldad animal, previsto en el artículo 246-D QUATER, fracción II, del Código Penal para 
el Estado de Querétaro no vulnera la prohibición de doble juzgamiento por el mismo hecho 
delictuoso (non bis in idem) que deriva del artículo 23 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, al constituir una circunstancia independiente al tipo básico que las autoridades 
jurisdiccionales deben valorar caso por caso y no una conducta que esté siendo sancionada 
doblemente por el legislador. PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 2716/2024. 30 de octubre de 2024. Mayoría de cuatro votos de los Ministros y las Ministras 
Loretta Ortiz Ahlf, Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Disidente: Juan 
Luis Alcántara Carrancá, quien formuló voto particular. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. Secretarios: Saúl Armando 
Patiño Lara y Edwin Antony Pazol Rodríguez. 
Esta tesis se publicó el viernes 11 de abril de 2025 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 14 de abril de 2025, para los efectos previstos en el punto noveno 
del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 

 

 

Registro digital: 2030271    

Undécima Época Tesis: 1a./J. 29/2025 (11a.)        

Materia(s): Penal 

Tesis: 1a./J. 29/2025 (11a.)    

Instancia: Primera Sala  
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Tipo: Jurisprudencia     

Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
 
PRINCIPIO DE INMEDIACIÓN EN EL SISTEMA PENAL ACUSATORIO. SE VULNERA CUANDO UNA 
SENTENCIA ES DICTADA POR UN TRIBUNAL DE ENJUICIAMIENTO, PERO UNO DE SUS INTEGRANTES 
NO PRESENCIÓ DE MANERA PERSONAL Y DIRECTA EL DESAHOGO DE LAS PRUEBAS. 
 
Hechos: En un procedimiento penal acusatorio, una de las tres personas juzgadoras integrantes de 
un tribunal de enjuiciamiento fue sustituida con posterioridad a que se desahogaran las pruebas en 
la audiencia de juicio. Luego, el tribunal, con su nueva integración, dictó una sentencia de condena 
en el asunto. 
Inconforme, la persona enjuiciada promovió un juicio de amparo directo en el que alegó que se 
vulneró el principio de inmediación, pues uno de los integrantes del tribunal de enjuiciamiento que 
emitió la sentencia de condena no presenció el desahogo de las pruebas en la audiencia de juicio. 
El Tribunal Colegiado de Circuito consideró que no se vulneró el principio de inmediación (pues el 
juzgador sustituto conoció las pruebas por videograbaciones) y que no tendría sentido una 
reposición del procedimiento porque las personas juzgadoras que sí recibieron presencialmente las 
pruebas, votaron a favor del fallo condenatorio. 
En desacuerdo con la sentencia, la persona sentenciada interpuso un recurso de revisión. 
Criterio jurídico: El principio de inmediación se vulnera cuando, al dictar una sentencia, una de las 
tres personas juzgadoras que integran un tribunal de enjuiciamiento no presenció de forma personal 
y directa el desahogo de las pruebas, pues dicho principio permea en todos los integrantes del 
tribunal para garantizar el debido proceso, por lo cual debe ordenarse la reposición del 
procedimiento para reemplazar a los integrantes del tribunal y repetir la totalidad de la audiencia 
de juicio. 
Justificación: El principio de inmediación en el sistema penal acusatorio está previsto en el artículo 
20, apartado A, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el cual 
dispone que toda audiencia se desarrollará en presencia de una persona juzgadora, sin que pueda 
delegar en ninguna persona el desahogo y la valoración de las pruebas. 
Al respecto, la Primera Sala ha establecido que el principio de inmediación se integra de los 
siguientes componentes esenciales: 1) la necesaria presencia de la persona juzgadora en el 
desarrollo de la audiencia; 2) la percepción directa y personal de los elementos probatorios útiles 
para la decisión; y 3) que la persona juzgadora que interviene en la producción de las pruebas 
personales debe ser quien emita la sentencia en el menor tiempo posible. 
Desde este enfoque, el principio de inmediación demanda que la sentencia se dicte por el tribunal 
de enjuiciamiento que ha presenciado el desahogo de las pruebas, sin hacer una distinción sobre la 
integración unitaria o colegiada del órgano jurisdiccional, ya que el contacto personal y directo con 
el material probatorio es una exigencia necesaria para fallar el caso. De lo contrario, la sentencia 
carecería de fiabilidad, vulneraría el debido proceso y la presunción de inocencia. 
En ese sentido, el principio de inmediación aplica de igual manera para los tribunales de 
enjuiciamiento integrados de forma unitaria como para aquellos conformados de manera colegiada. 
Por lo tanto, si una de las personas juzgadoras que integran colegiadamente un tribunal de 
enjuiciamiento no tuvo conocimiento personal y directo del desahogo de las pruebas durante la 
audiencia de juicio, se actualiza una grave violación a las reglas del procedimiento, por lo que se 
debe ordenar que los integrantes del tribunal sean reemplazados y que se repita en su totalidad la 
audiencia de juicio, de conformidad con el artículo 400 del Código Nacional de Procedimientos 
Penales. PRIMERA SALA. 
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Amparo directo en revisión 6777/2023. 17 de abril de 2024. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros y las Ministras 
Loretta Ortiz Ahlf, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Ana Margarita Ríos Farjat y Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Ausente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. Secretarios: Saúl Armando Patiño Lara y 
Jonathan Santacruz Morales. 
Esta tesis se publicó el viernes 11 de abril de 2025 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 14 de abril de 2025, para los efectos previstos en el punto noveno 
del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 

 

 

 

Registro digital: 2030273    

Undécima Época 

Materia(s): Penal  

Tesis: 1a./J. 30/2025 (11a.)          

Instancia: Primera Sala  

Tipo: Jurisprudencia    

Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
 
SECUESTRO EXPRÉS AGRAVADO. LAS SANCIONES PREVISTAS PARA LAS AGRAVANTES RELATIVAS 
A SU COMISIÓN POR UN GRUPO DE DOS O MÁS PERSONAS O CON VIOLENCIA NO VULNERAN EL 
PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD DE LAS PENAS. 
 
Hechos: Una persona fue sentenciada por el delito de secuestro exprés agravado por haberse 
cometido por un grupo de dos o más personas y con violencia, por lo que se le impuso la pena 
mínima de cincuenta años de prisión prevista en el artículo 10, fracción I, incisos b) y c), de la Ley 
General para Prevenir y Sancionar los Delitos en Materia de Secuestro. 
Inconforme, el sentenciado promovió un juicio de amparo directo en el que planteó la 
inconstitucionalidad de las referidas normas, pues consideró que vulneran el principio de 
proporcionalidad de las penas establecido en el artículo 22 constitucional. El Tribunal Colegiado de 
Circuito negó el amparo, por lo que la parte quejosa interpuso un recurso de revisión. 
Criterio jurídico: Las penas de cincuenta a noventa años de prisión procedentes para las agravantes 
relativas a que el secuestro de la víctima sea cometido por un grupo de dos o más personas, o que 
se realice con violencia, establecidas en la Ley General de la materia, dada la gran afectación que 
producen a la libertad personal de las víctimas, no vulneran el principio de proporcionalidad de las 
penas establecido en el artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Justificación: El artículo 10, fracción I, incisos b) y c), de la Ley General para Prevenir y Sancionar los 
Delitos en Materia de Secuestro, Reglamentaria de la Fracción XXI del Artículo 73 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, regula una penalidad agravada de cincuenta a noventa 
años de prisión cuando el delito de secuestro exprés sea cometido por un grupo de dos o más 
personas, o cuando sea realizado con violencia. 
Dichas circunstancias agravantes corresponden a una afectación grave y trascendental al bien 
jurídico, que es la libertad personal, que se actualiza cuando es realizado por varias personas, lo cual 
disminuye las expectativas de defensa de la parte ofendida o, cuando en virtud de la violencia 
aplicada, se afecte la integridad física o psicológica de las víctimas. Sin duda, se trata de motivos 
legítimos y razonables para que el legislador asigne un mayor reproche penal. 
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Así, del estudio comparativo entre la pena privativa de libertad prevista para el delito de secuestro 
exprés agravado (cincuenta a noventa años de prisión), en relación con las diversas establecidas 
para los delitos de secuestro simple y secuestro exprés simple (cuarenta a ochenta años), así como 
secuestro agravado (cincuenta a cien años), se obtiene que la sanción del secuestro exprés 
agravado, prevista en la fracción I, incisos b) y c), es proporcional con las que refieren al mismo 
delito, ya sea en su modalidad simple o bajo diversas circunstancias que también lo vuelven 
agravado. 
Además, para justificar la fijación de esas sanciones, el legislador atendió a sus atribuciones en 
materia de política criminal, a partir de lo cual tomó en cuenta la creciente incidencia en su comisión, 
la necesidad de combatir el delito de secuestro exprés y la insuficiencia de las penas vigentes, por 
lo que consideró conveniente incrementar las punibilidades para el delito de secuestro, en este 
caso, por las importantes afectaciones que produce cuando se comete por un grupo de dos o más 
personas, o cuando se ejecuta con violencia, lo cual no es contrario al principio de proporcionalidad 
de las penas, previsto en el artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo directo en revisión 3810/2023. 7 de febrero de 2024. Cinco votos de los Ministros y las Ministras Loretta Ortiz 
Ahlf, Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló voto concurrente, Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. Secretarios: Saúl Armando Patiño Lara y 
Jonathan Santacruz Morales. 
Esta tesis se publicó el viernes 11 de abril de 2025 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 14 de abril de 2025, para los efectos previstos en el punto noveno 
del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 
 

 

 

 

Registro digital: 2030223    

Undécima Época 

Materia(s): Común 

Tesis: 1a./J. 13/2025 (11a.)          

Instancia: Primera Sala  

Tipo: Jurisprudencia   

Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
 
COMPETENCIA PARA CONOCER DEL AMPARO INDIRECTO PROMOVIDO CONTRA ACTOS DE UN 
EXTINTO TRIBUNAL UNITARIO DE CIRCUITO. PARA DETERMINARLA DEBE APLICARSE LA REGLA 
DEL ARTÍCULO 36 DE LA LEY DE AMPARO. 
 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios 
al analizar si la competencia para conocer del amparo indirecto contra la resolución emitida por un 
extinto Tribunal Unitario de Circuito corresponde al mismo Tribunal Colegiado de Apelación que 
inició funciones derivado de su extinción o a uno diverso. Mientras que uno determinó la 
inexistencia del conflicto competencial, al señalar que para que se considere legalmente planteado 
es necesario que la negativa de las autoridades se refiera a razones de grado, territorio o materia y 
no a cuestiones de turno reguladas por los acuerdos generales del Consejo de la Judicatura Federal; 
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el otro declaró existente el conflicto competencial entre Tribunales Colegiados de Apelación que 
consideran carecer de competencia funcional o de grado para conocer del amparo en el que se 
señala como autoridad responsable a alguno de los titulares de los extintos Tribunales Unitarios de 
Circuito, pues ambos se rehusaron al conocimiento de dicho juicio. 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación concluye que, para 
determinar el Tribunal Colegiado de Apelación competente para conocer del amparo indirecto 
contra actos de un extinto Tribunal Unitario de Circuito, debe atenderse a la regla del artículo 36 de 
la Ley de Amparo. 
Justificación: Con la reforma constitucional publicada en el Diario Oficial de la Federación el once de 
marzo de dos mil veintiuno y el decreto publicado en el mismo medio de difusión oficial el siete de 
junio del mismo año, se dio origen a los nuevos Tribunales Colegiados de Apelación en sustitución 
de los Tribunales Unitarios de Circuito. Dicha modificación consistió en transformar su 
denominación y su integración para que fuera colegiada y existiera mayor debate y certeza en las 
resoluciones de los asuntos de su competencia. No obstante, se mantuvieron sus competencias 
legales y jurisdiccionales, incluyendo la regla competencial prevista en el artículo 36 de la Ley de 
Amparo, que establece que del amparo indirecto contra actos o resoluciones pronunciadas por un 
Tribunal Colegiado de Apelación (antes Tribunales Unitarios de Circuito) deberá conocer otro 
Tribunal Colegiado de Apelación del mismo Circuito, si lo hubiera, o el más próximo a la residencia 
del señalado como responsable. Ha sido criterio de la Suprema Corte de Justicia de la Nación que 
en dicho artículo se establece expresamente la regla de competencia de los Tribunales Colegiados 
de Apelación respecto de los juicios de amparo indirecto promovidos contra actos de otros 
tribunales de la misma naturaleza. No obsta que el Consejo de la Judicatura Federal haya emitido 
un criterio interpretativo sobre el Acuerdo General 24/2022 del Pleno del Consejo de la Judicatura 
Federal que reglamenta la integración, organización y funcionamiento de los Tribunales Colegiados 
de Apelación, en el que se determinó que corresponde al propio Tribunal Colegiado de Apelación 
conocer de los juicios de amparo contra actos reclamados a los Tribunales Unitarios extintos, 
cuidando que no sean turnados a la persona titular que fungió como autoridad responsable, sin que 
sea posible enviar estos asuntos a un órgano distinto. Esa determinación se limita a regular 
cuestiones de mero turno, sin que se pueda considerar que resuelve un eventual conflicto 
competencial, dado que no se sustituye en la regla de competencia establecida en el referido 
artículo 36. PRIMERA SALA. 
Contradicción de criterios 274/2023. Suscitada entre el Noveno Tribunal Colegiado en Materia Penal 
del Primer Circuito y el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito. 15 de enero 
de 2025. Mayoría de tres votos de la Ministra y los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo, Ana 
Margarita Ríos Farjat y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidentes: Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, quien reservó su derecho para formular voto particular y Loretta Ortiz Ahlf, quien reservó 
su derecho para formular voto particular. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: 
Alejandro Castañón Ramírez. 
Tesis y/o criterios contendientes: El Tercer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito, 
al resolver el conflicto competencial 7/2023, del que derivaron las tesis aisladas III.3o.P.6 K (11a.) y 
III.3o.P.5 K (11a.), de rubros: “COMPETENCIA PARA CONOCER DEL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO 
CONTRA ACTOS O RESOLUCIONES DE UN TRIBUNAL COLEGIADO DE APELACIÓN QUE SE CONVIRTIÓ 
EN AUTORIDAD RESPONSABLE SUSTITUTA DE UN EXTINTO TRIBUNAL UNITARIO ÚNICO DENTRO DEL 
MISMO CIRCUITO. CORRESPONDE AL TRIBUNAL COLEGIADO DE APELACIÓN MÁS PRÓXIMO, DE 
CONFORMIDAD CON LA REGLA ESTABLECIDA EN EL ARTÍCULO 36 DE LA LEY DE AMPARO.” y 
“TRIBUNALES COLEGIADOS DE APELACIÓN. LOS MAGISTRADOS QUE LOS INTEGRAN CARECEN DE 
COMPETENCIA PARA CONOCER DEL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO CONTRA ACTOS DE UNO DE SUS 
PARES DEL MISMO ÓRGANO, CON INDEPENDENCIA DE QUE EL JUICIO CONSTITUCIONAL, POR REGLA 
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GENERAL, DEBA SUSTANCIARSE Y RESOLVERSE DE MANERA UNITARIA.”, publicadas en el Semanario 
Judicial de la Federación del viernes 16 de junio de 2023 a las 10:22 horas y en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Undécima Época, Libro 26, Tomo VII, junio de 2023, páginas 
6701 y 7038, con números de registro digital: 2026691 y 2026735, respectivamente. 
El sustentado por el Noveno Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, al resolver el 
conflicto competencial 11/2023, en el que determinó la inexistencia del conflicto al señalar que para 
que se considere legalmente planteado es necesario que la negativa de las autoridades se refiera 
exclusivamente a razones de grado, territorio o materia y no por cuestiones de turno reguladas por 
los Acuerdos Generales expedidos por el Consejo de la Judicatura Federal, pues el Máximo Tribunal 
ha establecido que la aplicación de los Acuerdos Generales no constituye un factor que determine 
su competencia. En consecuencia, resolvió que si el Tribunal Colegiado de Apelación que previno en 
el conocimiento del asunto determinó carecer de competencia para conocer del juicio de amparo 
indirecto, en atención a que uno de sus integrantes fue señalado como autoridad responsable y los 
argumentos de ambos Tribunales Colegiados de Apelación se circunscribían a las reglas establecidas 
en el Acuerdo General 24/2022 del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, no existía un conflicto 
competencial, sino una interpretación y aplicación del referido instrumento normativo del cual los 
Tribunales Colegiados de Circuito se encuentran impedidos para revisar la regularidad, por lo que 
ordenó su devolución al Tribunal Colegiado declinante. 
Nota: De la sentencia que recayó al conflicto competencial 11/2023, resuelto por el Noveno Tribunal 
Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, derivó la tesis aislada I.9o.P.69 P (11a.), de rubro: 
“CONFLICTO COMPETENCIAL ENTRE TRIBUNALES COLEGIADOS DE APELACIÓN PARA CONOCER DEL 
JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. ES INEXISTENTE CUANDO DERIVA DE LA APLICACIÓN DE LOS 
ACUERDOS GENERALES DEL PLENO DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL, QUE REGULAN EL 
TURNO Y DISTRIBUCIÓN DE LOS ASUNTOS.”, publicada en el Semanario Judicial de la Federación del 
viernes 8 de septiembre de 2023 a las 10:17 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Undécima Época, Libro 29, Tomo V, septiembre de 2023, página 5377, con número de 
registro digital: 2027161. 
 
El Acuerdo General 24/2022, del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal que reglamenta la 
integración, organización y funcionamiento de los Tribunales Colegiados de Apelación citado, 
aparece publicado en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 21 de octubre de 2022 a las 
10:31 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Undécima Época, Libro 18, Tomo 
IV, octubre de 2022, página 3986, con número de registro digital: 5717. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 11 de abril de 2025 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 14 de abril de 2025, para los efectos previstos en el punto noveno 
del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 

 

 

 

Registro digital: 2030238    

Undécima Época  

Materia(s): Penal 

Tesis: 1a.  XIII/2025 (11a.)       

Instancia: Primera Sala    

Tipo: Aislada  
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Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
 
DELITO DE INSUBORDINACIÓN MILITAR. NO VULNERA EL PRINCIPIO DE LEGALIDAD EN SU 
VERTIENTE DE TAXATIVIDAD. 
 
Hechos: Un teniente de infantería fue vinculado a proceso por la comisión del delito de 
insubordinación, previsto en el artículo 283 del Código de Justicia Militar. Inconforme con esta 
determinación, promovió un juicio de amparo indirecto en el que reclamó la inconstitucionalidad 
del tipo penal por ser ambiguo y no permitir a los destinatarios de la norma conocer la conducta 
que sanciona. 
El Juez de Distrito sobreseyó en el juicio de amparo, por lo que el quejoso interpuso un recurso de 
revisión. El Tribunal Colegiado levantó el sobreseimiento y remitió el asunto a la Suprema Corte para 
resolver el problema de constitucionalidad planteado. 
Criterio jurídico: El tipo penal de insubordinación regulado en el artículo 283 del Código de Justicia 
Militar, que reprocha la falta de respeto o sujeción debidos a un superior jerárquico, es 
constitucional porque no vulnera el principio de legalidad, en su vertiente de taxatividad. La norma 
se desenvuelve en el contexto del fuero militar, que es regido por una legislación apoyada en la 
estricta disciplina requerida para la formación militar, lo que involucra obediencia y respeto a los 
superiores. Siendo así, un subordinado, con independencia de su grado de jerarquía, experiencia o 
instrucción, está en condiciones de prever qué conducta implica falta de obediencia o respeto a los 
superiores, de acuerdo con la disciplina y la legislación militar. 
Justificación: El principio de legalidad, en su vertiente de taxatividad, previsto en el artículo 14 de la 
Constitución Política del país, establece que el tipo penal debe considerar el contexto de la norma y 
sus destinatarios, por lo que los tipos penales pueden contener conceptos jurídicos indeterminados, 
términos técnicos o vocablos propios de un sector. 
Por su lado, la disciplina militar es un principio organizativo de las fuerzas castrenses, el cual 
trasciende a la esfera interna del individuo y supone un elemento que separa al militar del resto de 
la sociedad. El Reglamento General de Deberes Militares define a la disciplina como la norma a la 
que los militares deben sujetar su conducta, la cual tiene como bases la obediencia y un alto 
concepto del honor, por lo que su objetivo es el fiel y exacto cumplimiento de los deberes previstos 
en la legislación militar. 
En ese sentido, el delito de insubordinación previsto en el artículo 283 del Código de Justicia Militar 
se inserta en un contexto de fuero castrense y sólo puede cometerse por integrantes de las Fuerzas 
Armadas que tengan un superior jerárquico en la escala de grados prevista en la ley, quienes tienen 
la obligación de conocer perfectamente sus deberes, así como las leyes militares y los reglamentos 
que rigen sus conductas. 
Entre estos deberes se encuentran el respeto y obediencia hacia sus superiores, las cuales son 
consideradas pautas de conducta esenciales para el correcto desempeño de sus funciones, que les 
permiten cumplir su encomienda constitucional de protección a la seguridad nacional, en términos 
del artículo 89, fracción VI, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
De tal forma que las pautas de conducta establecidas en la disciplina castrense, que involucran una 
subordinación jerárquica basada en el deber de respeto y obediencia, como elementos esenciales 
en la formación y el conocimiento de un subordinado integrante del Ejército, lo cual le permite, 
como destinatario de la norma penal, entender con claridad y precisión lo que implica una falta de 
obediencia o de respeto a un superior, que es lo que válidamente reprocha el tipo penal. PRIMERA 
SALA. 
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Amparo en revisión 304/2022. 23 de noviembre de 2022. Mayoría de tres votos de la Ministra y los Ministros Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Ana Margarita Ríos Farjat. Disidentes: Norma Lucía Piña Hernández y 
Juan Luis González Alcántara Carrancá, quienes formularon voto particular. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. 
Secretarios: Ramón Eduardo López Saldaña y Miriam Yazmín Ramos Hernández. 
Esta tesis se publicó el viernes 11 de abril de 2025 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 

 

 

 

 

Registro digital: 2030241   

Undécima Época     

Materia(s): Constitucional   

Tesis: 1a. XI/2025 (11a.)    

Instancia: Primera Sala  

Tipo: Aislada   

Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
 
DESAPARICIÓN FORZADA DE PERSONAS. COLABORACIÓN INTERINSTITUCIONAL A FIN DE 
FACILITAR SU INVESTIGACIÓN. 
 
Hechos: Dos personas fueron detenidas por elementos del Ejército Mexicano y agentes de Seguridad 
Pública, en el año dos mil siete; desde entonces se desconoce su paradero. Sus familiares 
presentaron una demanda de amparo indirecto en contra de múltiples autoridades. La Jueza de 
Distrito concedió el amparo, por lo que ordenó investigar los hechos y dar con el paradero de las 
personas desaparecidas; además, estableció medidas de reparación integral del daño. Inconformes 
con esa decisión, el Ministerio Público Federal y la Secretaría de la Defensa Nacional interpusieron 
recursos de revisión, y la parte quejosa, de revisión adhesiva. 
El Tribunal Colegiado de Circuito reservó jurisdicción a esta Suprema Corte de Justicia de la Nación 
para conocer dos problemas de constitucionalidad: el estándar probatorio para la acreditación de 
la desaparición forzada de personas como violación a derechos humanos y las facultades de las 
autoridades jurisdiccionales de amparo para fijar medidas de reparación integral. 
Criterio jurídico: La medida consistente en que la Secretaría de la Defensa Nacional, por conducto 
de todos los integrantes del Ejército Mexicano, preste las facilidades necesarias a la fiscalía 
encargada de la integración de la investigación, así como a cualquier autoridad que tenga la 
encomienda de dar con el paradero de las personas desaparecidas, a fin de que se investigue su 
desaparición forzada, como permitir la entrada a cualquier instalación militar para buscar a las 
víctimas, es acorde con las obligaciones internacionales del Estado mexicano en la materia. 
Justificación: Toda persona desaparecida tiene el derecho a ser buscada, lo que implica la correlativa 
obligación de que el Estado desarrolle e implemente todos los mecanismos e instrumentos 
requeridos para encontrar a las personas con vida o,  
bien, identificar y preservar sus restos mortales en condiciones de dignidad, mientras son 
entregadas a sus familiares. 
En ese sentido, la Secretaría de la Defensa Nacional, en el ámbito de sus respectivas competencias, 
con todos los recursos y medios institucionales disponibles y en coordinación con demás 
autoridades, tiene la obligación de investigar y de ejecutar todas las acciones necesarias para 
determinar la suerte o paradero de las personas desaparecidas, bajo la presunción de que están con 
vida, salvo que exista evidencia en contrario. 
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Lo anterior, se robustece si se toma en consideración que la Secretaría de la Defensa Nacional es un 
órgano estatal que, de conformidad con el artículo 1o. de la Constitución Política del país, tiene la 
obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos, a la luz de la 
Convención Internacional para la Protección de Todas las Personas contra las Desapariciones 
Forzadas, la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas, el Estatuto de 
Roma de la Corte Penal Internacional y la Ley General en Materia de Desaparición Forzada de 
Personas, Desaparición cometida por Particulares y del Sistema Nacional de Búsqueda de Personas. 
Por lo tanto, en aras de garantizar el derecho de toda persona a ser buscada, así como el derecho 
de acceso a la justicia y a la verdad de sus seres queridos, debe permitirse la entrada a las 
instalaciones militares cuando existan indicios razonables de que la persona desaparecida podría 
encontrarse en ese lugar. PRIMERA SALA. 
 
Amparo en revisión 51/2020. 10 de agosto de 2022. Mayoría de tres votos de la Ministra y los Ministros Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Ana Margarita Ríos Farjat. Disidente: Juan Luis 
González Alcántara Carrancá. Ausente: Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. Secretaria: 
Irlanda Denisse Ávalos Núñez. 
Esta tesis se publicó el viernes 11 de abril de 2025 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 

 

 

 

 

Registro digital: 2030242   

Undécima Época  

Materia(s):     Constitucional 

Tesis: 1a. X/2025 (11a.)       

Instancia: Primera Sala  

Tipo: Aislada    

Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
 
DESAPARICIÓN FORZADA DE PERSONAS. LA CREACIÓN DE GRUPOS INTERINSTITUCIONALES DE 
BÚSQUEDA ES UNA MEDIDA ADECUADA PARA GARANTIZAR EL DERECHO A SER BUSCADO. 
 
Hechos: Dos personas fueron detenidas por elementos del Ejército Mexicano y agentes de Seguridad 
Pública, en el año dos mil siete; desde entonces se desconoce su paradero. Sus familiares 
presentaron una demanda de amparo indirecto en contra de múltiples autoridades. La Jueza de 
Distrito concedió el amparo, por lo que ordenó investigar los hechos y dar con el paradero de las 
personas desaparecidas; además, estableció medidas de reparación integral del daño. Inconformes 
con esa decisión, el Ministerio Público Federal y la Secretaría de la Defensa Nacional interpusieron 
recursos de revisión, y la parte quejosa, de revisión adhesiva. 
El Tribunal Colegiado de Circuito reservó jurisdicción a esta Suprema Corte de Justicia de la Nación 
para conocer dos problemas de constitucionalidad: el estándar probatorio para la acreditación de 
la desaparición forzada de personas como violación a derechos humanos y las facultades de las 
autoridades jurisdiccionales de amparo para fijar medidas de reparación integral. 
Criterio Jurídico: La creación de un grupo de trabajo multidisciplinario e interinstitucional, 
encabezado por la Comisión Nacional de Búsqueda y en el que participen las comisiones locales de 
búsqueda de las entidades federativas correspondientes, así como las demás autoridades 
ministeriales y de seguridad pública que se consideren necesarias, permite garantizar debidamente 
el derecho de toda persona desaparecida a ser buscada. 
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Lo anterior, en tanto que puede diseñarse un plan integral de búsqueda que permita realizar las 
diligencias necesarias para la localización de las personas desaparecidas, con la participación, en su 
caso, de instancias internacionales de derechos humanos a fin de que acompañen a las víctimas en 
las citadas diligencias. 
Justificación: La desaparición forzada impone la obligación de llevar a cabo una investigación 
exhaustiva e imparcial, conducida a partir de la presunción de que la persona desaparecida está 
viva. 
En ese sentido, con base en la Ley General en Materia de Desaparición Forzada de Personas, 
Desaparición Cometida por Particulares y del Sistema Nacional de Búsqueda de Personas, se emitió 
el Protocolo Homologado de Investigación para los Delitos de Desaparición Forzada de Personas y 
Desaparición Cometida por Particulares y el Protocolo Homologado para la Búsqueda de Personas 
Desaparecidas y No Localizadas, cuyo propósito es establecer parámetros generales de actuación 
para todas las autoridades involucradas en la búsqueda de las personas reportadas como 
desaparecidas. 
En esos instrumentos se prevé que la búsqueda de personas debe involucrar a todas las autoridades 
competentes y que éstas deben coordinarse y colaborar entre ellas para lograr procesos de 
búsqueda eficientes, los cuales son competencia tanto de las autoridades de búsqueda como de las 
autoridades indagatorias, y, en general, de las instituciones del Estado mexicano. 
La política pública sobre búsqueda, entonces, debe promover la cooperación y colaboración de 
todas las instancias del Estado. Por lo tanto, las autoridades competentes para realizar acciones de 
búsqueda deben contar con plenas facultades para tener acceso irrestricto y sin necesidad de previo 
aviso a todos los lugares donde podrían encontrarse las personas desaparecidas, incluidas las 
instalaciones militares. 
De igual forma, la búsqueda debe estar centralizada en un órgano que garantice una efectiva 
coordinación con las demás entidades y cuya cooperación es necesaria para que sea efectiva, 
exhaustiva y expedita, como es la Comisión Nacional de Búsqueda. Dicha búsqueda debe continuar 
hasta que se determine con certeza la suerte y/o el paradero de la persona desaparecida, por lo que 
se configura como una obligación permanente. 
Además, en la conformación de estos grupos interinstitucionales, debe tomarse en cuenta que, 
conforme al derecho a la verdad, resulta de gran importancia la participación de las víctimas en los 
procesos de investigación y búsqueda, así como el derecho a conocer sus avances de manera 
oportuna, respetuosa y digna. PRIMERA SALA. 
 
Amparo en revisión 51/2020. 10 de agosto de 2022. Mayoría de tres votos de la Ministra y los Ministros Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Ana Margarita Ríos Farjat. Disidente: Juan Luis 
González Alcántara Carrancá. Ausente: Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. Secretaria: 
Irlanda Denisse Ávalos Núñez. 
Esta tesis se publicó el viernes 11 de abril de 2025 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 

 

 

 

 

 

Registro digital: 2030243   

Undécima Época  

Materia(s): Constitucional 

Tesis: 1a.  VIII/2025 (11a.)       

Instancia: Primera Sala  
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Tipo: Aislada     

Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
 
DESAPARICIÓN FORZADA DE PERSONAS. LA INFORMACIÓN RELACIONADA CON SU 
INVESTIGACIÓN NO PUEDE CLASIFICARSE COMO RESERVADA. 
 
Hechos: Dos personas fueron detenidas por elementos del Ejército Mexicano y agentes de Seguridad 
Pública, en el año dos mil siete; desde entonces se desconoce su paradero. Sus familiares 
presentaron una demanda de amparo indirecto en contra de múltiples autoridades. La Jueza de 
Distrito concedió el amparo, por lo que ordenó investigar los hechos y dar con el paradero de las 
personas desaparecidas; además, estableció medidas de reparación integral del daño. Inconformes 
con esa decisión, el Ministerio Público Federal y la Secretaría de la Defensa Nacional interpusieron 
recursos de revisión, y la parte quejosa, de revisión adhesiva. 
El Tribunal Colegiado de Circuito reservó jurisdicción a esta Suprema Corte de Justicia de la Nación 
para conocer dos problemas de constitucionalidad: el estándar probatorio para la acreditación de 
la desaparición forzada de personas como violación a derechos humanos y las facultades de las 
autoridades jurisdiccionales de amparo para fijar medidas de reparación integral. 
Criterio jurídico: La información derivada de los casos de graves violaciones a derechos humanos, 
como la desaparición forzada de personas, no puede considerarse como reservada, en tanto que 
está de por medio el derecho a la verdad. Conforme a este derecho, los familiares de las personas 
desaparecidas pueden participar sin limitantes en la búsqueda, a fin de conocer las circunstancias 
de la desaparición y de lo ocurrido con sus seres queridos, así como saber quiénes fueron los 
responsables de la desaparición. 
Justificación: El derecho a la verdad implica la búsqueda y obtención de información respecto de las 
causas que llevaron a la victimización; las condiciones relacionadas con las violaciones graves a los 
derechos humanos; el progreso y resultado de las investigaciones; las circunstancias y los motivos 
que originaron la perpetración de los crímenes; y la determinación del paradero de las víctimas y la 
identidad de las personas participantes. 
Este derecho tiene dos dimensiones: la individual, que consiste en el derecho que tienen la víctima 
y su familia a conocer los hechos que derivaron en las serias violaciones a derechos humanos y a 
conocer la identidad de quienes participaron en las mismas, y la dimensión colectiva, que implica la 
necesidad de prevenir dichas violaciones en el futuro. 
En ese sentido, si bien es cierto que el artículo 110, fracciones VII, XI y XII, de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública establece como regla general que la información 
derivada de la prevención o persecución de los delitos será reservada, lo cierto es que esta regla no 
es absoluta, ya que de conformidad con lo dispuesto por los artículos 8 y 112, fracción I, de la misma 
ley, esta clasificación no es aplicable a la información relacionada con violaciones graves a derechos 
humanos o con delitos de lesa humanidad, como sucede con la desaparición forzada. 
Por lo tanto, los familiares de personas desaparecidas tienen el derecho a acceder a esta 
información para conocer las circunstancias de la desaparición, lo ocurrido con sus seres queridos y 
quiénes fueron los responsables. PRIMERA SALA. 
 
Amparo en revisión 51/2020. 10 de agosto de 2022. Mayoría de tres votos de la Ministra y los Ministros Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Ana Margarita Ríos Farjat. Disidente: Juan Luis 
González Alcántara Carrancá. Ausente: Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. Secretaria: 
Irlanda Denisse Ávalos Núñez. 
Esta tesis se publicó el viernes 11 de abril de 2025 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 

 

 



15 
 

 

Registro digital: 2030244  

Undécima Época 

Materia(s): Constitucional   

Tesis: 1a.  XII/2025 (11a.)       

Instancia: Primera Sala  

Tipo: Aislada    

Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
 
DESAPARICIÓN FORZADA DE PERSONAS. NO PUEDE EXIGIRSE QUE SE RATIFIQUE LA DEMANDA 
EN LOS JUICIOS DE AMPARO. 
 
Hechos: Dos personas fueron detenidas por elementos del Ejército Mexicano y agentes de Seguridad 
Pública, en el año dos mil siete; desde entonces se desconoce su paradero. Sus familiares 
presentaron una demanda de amparo indirecto en contra de múltiples autoridades. La Jueza de 
Distrito concedió el amparo, por lo que ordenó investigar los hechos y dar con el paradero de las 
personas desaparecidas; además, estableció medidas de reparación integral del daño. Inconformes 
con esa decisión, el Ministerio Público Federal y la Secretaría de la Defensa Nacional interpusieron 
recursos de revisión, y la parte quejosa, de revisión adhesiva. 
El Tribunal Colegiado de Circuito reservó jurisdicción a esta Suprema Corte de Justicia de la Nación 
para conocer dos problemas de constitucionalidad: el estándar probatorio para la acreditación de 
la desaparición forzada de personas como violación a derechos humanos y las facultades de las 
autoridades jurisdiccionales de amparo para fijar medidas de reparación integral. 
Criterio jurídico: El juicio de amparo es un mecanismo fundamental para lograr el acceso a la justicia 
en los casos de desaparición forzada de personas, pues es una herramienta que faculta a las 
autoridades judiciales a requerir información y ordenar presentar a la persona desaparecida o, 
incluso, les permite trasladarse a realizar su búsqueda en aquellos lugares en donde se presume que 
podría encontrarse la víctima, dando lugar a la garantía del derecho a la verdad y a la reparación. 
Por lo tanto, las autoridades jurisdiccionales no pueden exigir que la persona desaparecida acuda a 
ratificar la demanda de amparo presentada por sus familiares, o cualquier otra persona en su 
nombre, para poder continuar con la tramitación del juicio, dado que dicho requisito se constituye 
en un obstáculo para el acceso a la justicia y el derecho a un recurso judicial efectivo, en tanto que 
existe una imposibilidad material para cumplirlo. 
Justificación: La desaparición forzada de personas es una de las más graves violaciones a derechos 
humanos, pues se constituye como una violación múltiple y continuada de los derechos a la libertad 
personal y seguridad, integridad personal, a la personalidad jurídica y a la vida. En ese sentido, se 
caracteriza por la sustracción de una persona de la protección de la justicia, pues se nulifican por 
completo todos sus derechos, ya que no hay manera en la que pueda acudir directamente a un 
recurso o a una autoridad a fin de que se le devuelva su libertad. 
En ese sentido, a fin de garantizar que el juicio de amparo funja como un verdadero mecanismo 
para lograr el acceso a la justicia, a la verdad y a la reparación de las víctimas de esta grave violación 
a derechos humanos, no es constitucionalmente legítimo solicitar que la persona desaparecida 
ratifique la demanda para dar continuidad al trámite del juicio. 
Lo anterior se robustece si se toma en consideración que desde la emisión de la Ley de Amparo de 
dos mil trece se eliminó este requisito del artículo 15, a fin de garantizar que en los casos de 
desaparición forzada de personas ya no deba solicitarse la ratificación. PRIMERA SALA. 
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Amparo en revisión 51/2020. 10 de agosto de 2022. Mayoría de tres votos de la Ministra y los Ministros Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Ana Margarita Ríos Farjat. Disidente: Juan Luis 
González Alcántara Carrancá. Ausente: Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. Secretaria: 
Irlanda Denisse Ávalos Núñez. 
Esta tesis se publicó el viernes 11 de abril de 2025 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 

 

 
 
 
 

Registro digital: 2030245 

Undécima Época  

Materia(s): Constitucional   

Tesis: 1a. IX/2025 (11a.)       

Instancia: Primera Sala  

Tipo: Aislada    

Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
 
DESAPARICIÓN FORZADA DE PERSONAS. POSEE UNA DOBLE VERTIENTE: ES UN DELITO Y TAMBIÉN 
ES UNA VIOLACIÓN GRAVE A LOS DERECHOS HUMANOS, Y CADA VERTIENTE IMPLICA UNA 
INDAGACIÓN DISTINTA. 
 
Hechos: Dos personas fueron detenidas por elementos del Ejército Mexicano y agentes de Seguridad 
Pública, en el año dos mil siete; desde entonces se desconoce su paradero. Sus familiares 
presentaron una demanda de amparo indirecto en contra de múltiples autoridades. La Jueza de 
Distrito concedió el amparo, por lo que ordenó investigar los hechos y dar con el paradero de las 
personas desaparecidas; además, estableció medidas de reparación integral del daño. Inconformes 
con esa decisión, el Ministerio Público Federal y la Secretaría de la Defensa Nacional interpusieron 
recursos de revisión, y la parte quejosa, de revisión adhesiva. 
El Tribunal Colegiado de Circuito reservó jurisdicción a esta Suprema Corte de Justicia de la Nación 
para conocer dos problemas de constitucionalidad: el estándar probatorio para la acreditación de 
la desaparición forzada de personas como violación a derechos humanos y las facultades de las 
autoridades jurisdiccionales de amparo para fijar medidas de reparación integral. 
Criterio jurídico: La desaparición forzada de personas puede ser analizada a partir de una doble 
vertiente. Como delito, lo que implica que debe realizarse una investigación tendiente a identificar 
a los responsables, a fin de que se siga un proceso penal en su contra en el que se les asignen las 
consecuencias proporcionales a la magnitud del ilícito, para lo cual tendrá que seguirse un estándar 
probatorio alto. Como violación grave a derechos humanos, a partir de la cual existe una obligación 
de buscar a la persona desaparecida con toda la fuerza institucional disponible y de determinar la 
responsabilidad estatal frente a esta violación, a fin de garantizar el derecho a la verdad y a la 
reparación integral del daño de los familiares, de tal manera que debe atenderse a un estándar 
atenuado para su acreditación. 
Justificación: La desaparición forzada de personas constituye un delito que se actualiza frente a 
cualquier forma de privación de libertad por parte de agentes del Estado o que se cometa por 
personas o grupos de personas que actúan con la autorización o el apoyo del Estado, seguida del 
ocultamiento de la suerte o el paradero de la persona desaparecida. 
Además, la desaparición forzada constituye una de las más graves violaciones a derechos humanos, 
pues no sólo implica una privación arbitraria de la libertad, sino que también pone en peligro la 
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integridad personal, la seguridad y la propia vida de la persona, lo que la coloca en un estado de 
completa indefensión. 
En ese sentido, la desaparición forzada puede ser vista tanto como delito, como violación grave a 
derechos humanos. 
Cuando la desaparición forzada se analiza como delito, la responsabilidad recae en el individuo que 
cometió los actos típicos y antijurídicos en perjuicio de la víctima. Así, cuando el Ministerio Público 
ejerce acción penal en contra de algún servidor público por este delito, durante el proceso debe 
acreditarse que la persona imputada privó de la libertad a una persona, se abstuvo o se negó a 
reconocer dicha privación o, bien, no proporcionó la información sobre su suerte o paradero, lo cual 
trae como consecuencia la imposición de una pena privativa de la libertad. Por ello, el estándar de 
prueba es alto (más allá de toda duda razonable), pues debe acreditarse de manera plena y 
fehaciente que la persona acusada cometió el delito que se le atribuye, ya que la consecuencia de 
la declaración de responsabilidad implica la privación de su libertad, así como la restricción de otros 
derechos. 
Por su parte, cuando se estudia la desaparición forzada como violación a derechos humanos, el 
análisis conlleva a la determinación de la responsabilidad de un ente estatal, mas no la 
responsabilidad penal de un individuo en particular. Por lo tanto, la finalidad en este caso es 
garantizar la búsqueda y localización inmediata de la persona, así como los derechos de acceso a la 
verdad y a la reparación del daño de los familiares. 
En ese sentido, cuando se analiza desde esta vertiente de violación a derechos humanos, está 
justificado atender a un estándar probatorio atenuado, es decir, que no se requiere acreditar de 
manera plena y fehaciente la responsabilidad, sino que bastará con que existan indicios que 
permitan sostener razonablemente la existencia de la desaparición. Esto implica que no se requiere 
de pruebas documentales o testimoniales directas, sino que pueden analizarse indicios y pruebas 
indirectas, en relación con el contexto, para hacer inferencias probatorias a fin de determinar la 
violación a los derechos humanos de la persona desaparecida y de sus familiares. PRIMERA SALA. 
Amparo en revisión 51/2020. 10 de agosto de 2022. Mayoría de tres votos de la Ministra y los Ministros Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Ana Margarita Ríos Farjat. Disidente:  
Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ausente: Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. 
Secretaria: Irlanda Denisse Ávalos Núñez. 
Esta tesis se publicó el viernes 11 de abril de 2025 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 

 

 
 
 
 

Registro digital: 2030246 

Undécima Época  

Materia(s): Constitucional   

Tesis: 1a. V/2025 (11a.)       

Instancia: Primera Sala   

Tipo: Aislada    

Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
 
DESAPARICIÓN FORZADA DE PERSONAS. PUEDE DEMOSTRARSE EN EL JUICIO DE AMPARO 
MEDIANTE UN ESTÁNDAR DE PRUEBA ATENUADO. 
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Hechos: Dos personas fueron detenidas por elementos del Ejército Mexicano y agentes de Seguridad 
Pública, en el año dos mil siete; desde entonces se desconoce su paradero. Sus familiares 
presentaron una demanda de amparo indirecto en contra de múltiples autoridades. La Jueza de 
Distrito concedió el amparo, por lo que ordenó investigar los hechos y dar con el paradero de las 
personas desaparecidas; además, estableció medidas de reparación integral del daño. Inconformes 
con esa decisión, el Ministerio Público Federal y la Secretaría de la Defensa Nacional interpusieron 
recursos de revisión, y la parte quejosa, de revisión adhesiva. 
El Tribunal Colegiado de Circuito reservó jurisdicción a esta Suprema Corte de Justicia de la Nación 
para conocer dos problemas de constitucionalidad: el estándar probatorio para la acreditación de 
la desaparición forzada de personas como violación a derechos humanos y las facultades de las 
autoridades jurisdiccionales de amparo para fijar medidas de reparación integral. 
Criterio jurídico: Cuando en el juicio de amparo se señala como acto reclamado la desaparición 
forzada de una persona, resulta claro que lo que se solicita es que ésta sea analizada desde su 
vertiente de violación grave a derechos humanos, pues la finalidad es lograr la búsqueda inmediata 
de la persona desaparecida y la garantía del derecho a la verdad y a la reparación de sus familiares, 
en su carácter de víctimas indirectas. Por lo tanto, es constitucionalmente admisible atender a un 
estándar de acreditación atenuado, lo que significa que no se requieren pruebas documentales o 
testimoniales directas para determinar de manera plena o fehaciente la responsabilidad de una 
institución estatal, sino que bastará con la existencia de indicios que, relacionados con el contexto 
del caso, permitan sostener razonablemente que la desaparición ocurrió. 
Justificación: El juicio de amparo tiene por objeto resolver controversias relacionadas con normas 
generales, actos u omisiones de autoridad que vulneren los derechos humanos a fin de restituir a la 
persona en el goce del derecho vulnerado. 
Así, la promoción de un juicio de amparo indirecto en el que se reclama la desaparición forzada de 
una persona, desde su vertiente de violación a derechos humanos, tiene como propósito principal 
lograr el dictado de medidas tendientes a la localización con vida de la persona desaparecida, así 
como el establecimiento de una reparación integral del daño en favor de la familia. 
Por lo tanto, es válido que las personas juzgadoras de amparo recurran al análisis de indicios y 
pruebas indirectas que, en relación con el contexto, les permitan hacer inferencias probatorias para 
tener por acreditada esta grave violación a derechos humanos. 
Incluso esto ha sido reconocido por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, que ha señalado 
que en los casos de desaparición forzada de personas es especialmente válida la prueba indiciaria 
para fundamentar una presunción judicial, pues, en muchas ocasiones, esta violación a los derechos 
humanos implica la utilización del poder del Estado para la destrucción de medios de prueba 
directos de los hechos con la intención de generar una total impunidad o la cristalización de un 
crimen perfecto. PRIMERA SALA. 
 
Amparo en revisión 51/2020. 10 de agosto de 2022. Mayoría de tres votos de la Ministra y los Ministros Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Ana Margarita Ríos Farjat. Disidente: Juan Luis 
González Alcántara Carrancá. Ausente: Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. Secretaria: 
Irlanda Denisse Ávalos Núñez. 
Esta tesis se publicó el viernes 11 de abril de 2025 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 
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Undécima Época  

Materia(s): Constitucional, Común  
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Tesis: 1a. VII/2025 (11a.)       

Instancia: Primera Sala  

Tipo: Aislada    

Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
 
DESAPARICIÓN FORZADA DE PERSONAS. REPARACIÓN INTEGRAL DEL DAÑO EN EL JUICIO DE 
AMPARO INDIRECTO. 
 
Hechos: Dos personas fueron detenidas por elementos del Ejército Mexicano y agentes de Seguridad 
Pública, en el año dos mil siete; desde entonces se desconoce su paradero. Sus familiares 
presentaron una demanda de amparo indirecto en contra de múltiples autoridades. La Jueza de 
Distrito concedió el amparo, por lo que ordenó investigar los hechos y dar con el paradero de las 
personas desaparecidas; además, estableció medidas de reparación integral del daño. Inconformes 
con esa decisión, el Ministerio Público Federal y la Secretaría de la Defensa Nacional interpusieron 
recursos de revisión, y la parte quejosa, de revisión adhesiva. 
El Tribunal Colegiado de Circuito reservó jurisdicción a esta Suprema Corte de Justicia de la Nación 
para conocer dos problemas de constitucionalidad: el estándar probatorio para la acreditación de 
la desaparición forzada de personas como violación a derechos humanos y las facultades de las 
autoridades jurisdiccionales de amparo para fijar medidas de reparación integral. 
Criterio jurídico: Las personas juzgadoras de amparo están facultadas para ordenar medidas de 
reparación integral cuando se reclaman violaciones graves a los derechos humanos, como es la 
desaparición forzada de personas, con el propósito de resarcir todos los daños ocasionados tanto a 
las víctimas directas como a las víctimas indirectas. Por lo tanto, pueden establecer medidas de 
restitución, rehabilitación, compensación, satisfacción y garantías de no repetición, pues esto es 
acorde con la naturaleza del juicio de amparo que es la de ser un auténtico recurso efectivo. 
Justificación: La generación de un daño producto de una violación a derechos humanos comporta 
la obligación de repararlo adecuada e integralmente, para lo cual debe atenderse a las 
particularidades de cada caso y a los requerimientos y las necesidades específicas de cada víctima. 
El artículo 1o. de la Ley General de Víctimas señala que la reparación integral comprende las 
medidas de restitución, rehabilitación, compensación, satisfacción y garantías de no repetición, en 
sus dimensiones individual, colectiva, material, moral y simbólica. Asimismo, el artículo 26 de dicha 
ley establece que las víctimas tienen derecho a ser reparadas de manera oportuna, plena, 
diferenciada, transformadora, integral y efectiva por el daño que han sufrido como consecuencia 
del delito o hecho victimizante que las ha afectado o de las violaciones de derechos humanos que 
han sufrido. 
Ahora bien, el artículo 77 de la Ley de Amparo prevé distintos efectos de la protección 
constitucional; así, cuando el acto reclamado sea de carácter positivo, es decir, que implique una 
acción, deberá restituirse a la parte quejosa en el pleno goce del derecho vulnerado; mientras que 
cuando el acto reclamado sea de carácter negativo o implique una omisión, se deberá obligar a la 
autoridad responsable a respetar el derecho del que se trate y a cumplir lo que el mismo exija 
En ese sentido, la interpretación del citado precepto de la Ley de Amparo debe realizarse a partir 
del marco constitucional y convencional con el propósito de lograr que el juicio de amparo sea un 
recurso judicial efectivo. Por lo tanto, es viable considerar que las personas juzgadoras de amparo 
están facultadas para fijar medidas de reparación integral ante casos de graves violaciones a 
derechos humanos, a fin de restituir a las personas desaparecidas y a sus familiares en el pleno goce 
de sus derechos violados. 
Para ello pueden válidamente imponer medidas de restitución, que comprendan el 
restablecimiento de la libertad de la persona desaparecida. También pueden establecer medidas de 
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rehabilitación, consistentes en atención médica, psicológica y psiquiátrica para que las víctimas 
indirectas puedan hacer frente a los hechos victimizantes y a todo el contexto que implica la 
búsqueda de sus familiares. De igual manera, pueden dictar medidas de satisfacción, que incluyan 
la búsqueda de las personas desaparecidas y de los cuerpos u osamentas, así como la ayuda para 
recuperarlos, identificarlos y volver a inhumarlos. Asimismo, pueden fijar garantías de no repetición, 
como la no revictimización y la no criminalización de las víctimas. Y, finalmente, pueden determinar 
medidas de compensación económica, en atención a la gravedad del daño sufrido. PRIMERA SALA. 
 
Amparo en revisión 51/2020. 10 de agosto de 2022. Mayoría de tres votos de la Ministra y los Ministros Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Ana Margarita Ríos Farjat. Disidente: Juan Luis 
González Alcántara Carrancá. Ausente: Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. Secretaria: 
Irlanda Denisse Ávalos Núñez. 
Esta tesis se publicó el viernes 11 de abril de 2025 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 

 

 
 
 
 

Registro digital: 2030248 

Undécima Época  

Materia(s): Constitucional 

Tesis: 1a. VI/2025 (11a.)       

Instancia: Primera Sala 

Tipo: Aislada    

Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
 
DESAPARICIÓN FORZADA DE PERSONAS. SOMETE A LOS SERES QUERIDOS DE LAS PERSONAS 
DESAPARECIDAS A ACTOS EQUIPARABLES A LA TORTURA. 
 
Hechos: Dos personas fueron detenidas por elementos del Ejército Mexicano y agentes de Seguridad 
Pública, en el año dos mil siete; desde entonces se desconoce su paradero. Sus familiares 
presentaron una demanda de amparo indirecto en contra de múltiples autoridades. La Jueza de 
Distrito concedió el amparo, por lo que ordenó investigar los hechos y dar con el paradero de las 
personas desaparecidas; además, estableció medidas de reparación integral del daño. Inconformes 
con esa decisión, el Ministerio Público Federal y la Secretaría de la Defensa Nacional interpusieron 
recursos de revisión, y la parte quejosa, de revisión adhesiva. 
El Tribunal Colegiado de Circuito reservó jurisdicción a esta Suprema Corte de Justicia de la Nación 
para conocer dos problemas de constitucionalidad: el estándar probatorio para la acreditación de 
la desaparición forzada de personas como violación a derechos humanos y las facultades de las 
autoridades jurisdiccionales de amparo para fijar medidas de reparación integral. 
Criterio jurídico: Los familiares de las personas desaparecidas son víctimas indirectas, cuya condición 
los somete a actos equiparables a la tortura y a tratos crueles e inhumanos al desconocer la suerte 
o el paradero de sus seres queridos. En ese sentido, por la naturaleza misma de la desaparición 
forzada, se enfrentan a la inquietud e incertidumbre sobre el quehacer institucional, lo que les obliga 
a dedicar su vida a la búsqueda e investigación del paradero de sus seres queridos. Esto les genera 
impactos significativos en su integridad psicológica y emocional, así como en su proyecto de vida, lo 
cual debe ser tomado en consideración al momento de establecer medidas de reparación integral a 
su favor. 
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Justificación: La desaparición forzada es una violación grave de derechos humanos que no cesa hasta 
que la suerte o el paradero de la persona desaparecida se determina plenamente. 
Esta grave violación a derechos humanos no sólo interrumpe y afecta de manera definitiva la plena 
realización de un proyecto de vida de la víctima directa, sino que coloca su vida e integridad en 
riesgo permanente y en incertidumbre constante 
En ese contexto, la desaparición forzada es una situación límite para las familias, quienes se 
convierten en víctimas indirectas, pues dicha situación les provoca una angustia constante y 
transforma profundamente su psique y su proyecto de vida, tanto por el desasosiego que la ausencia 
inexplicable de un ser querido representa, como porque a partir de ese hecho, el círculo afectivo de 
quien falta se vuelca a dedicar sus días a encontrarle. Esto implica alteraciones drásticas en los 
proyectos de vida de la familia, así como el desvanecimiento de sueños por alcanzar y la pérdida de 
propósitos en común e individuales. 
Por todo lo anterior, los familiares de las personas desaparecidas se constituyen en víctimas 
indirectas de dicha violación grave a derechos humanos, cuya condición los somete a actos 
equiparables a la tortura y a tratos crueles e inhumanos, en tanto desconocen el paradero de su ser 
querido y, además, se enfrentan a la inquietud e incertidumbre sobre el quehacer institucional, lo 
que les obliga a dedicar su vida a su búsqueda. 
En ese sentido, el Estado está obligado a dictar medidas de reparación a su favor, a fin de resarcir 
los daños de manera integral y permitir que puedan rehacer su proyecto de vida. 
Por lo tanto, además de las compensaciones económicas, se deben implementar medidas de 
restitución (que buscan devolver a la víctima a la situación en la que estaba previo a la violación a 
sus derechos humanos); de rehabilitación (que implican la implementación de atención médica o 
psicológica); de satisfacción (tendientes a reconocer y restablecer la dignidad de las víctimas); y 
garantías de no repetición (que tienen el propósito de evitar que estos hechos vuelvan a ocurrir). 
Todas estas medidas habrán de establecerse de acuerdo con las particularidades de cada caso y con 
los requerimientos y las necesidades específicas de cada víctima. PRIMERA SALA. 
 
Amparo en revisión 51/2020. 10 de agosto de 2022. Mayoría de tres votos de la Ministra y los Ministros Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Ana Margarita Ríos Farjat. Disidente: Juan Luis 
González Alcántara Carrancá. Ausente: Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. Secretaria: 
Irlanda Denisse Ávalos Núñez. 
Esta tesis se publicó el viernes 11 de abril de 2025 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 
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